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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Edgar Bellomo. 
MIEMBRO: Señor Representante Guillermo Chifflet. 


INVITADOS: Por la Asociación Nacional de Organizaciones No Gubernamentales, doctora María Elena 
Martínez, Presidenta; psicólogo Fernando Rodríguez, Secretario y doctora Diana González. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bellomo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 13 y 30) 


La Comisión de Derechos Humanos tiene el agrado de recibir a la Asociación Nacional de 
Organizaciones No Gubernamentales, representada por su Presidenta, doctora María Elena Martínez, 
su Secretario, psicólogo Fernando Rodríguez, y por la doctora Diana González. 


La Comisión los ha convocado con el fin de escuchar su posición, su opinión, y eventuales enmiendas o 
modificaciones que nos puedan sugerir acerca de dos proyectos de ley. Uno de ellos propende a la creación 
de la Defensoría de la Niñez y la Adolescencia y el otro está vinculado a la temática de los menores en 
situación de calle. 


Queremos dejar constancia de que lamentamos que esta reunión se haya postergado en dos oportunidades por 
razones de fuerza mayor, pero más vale tarde que nunca. La opinión que puedan verter esta tarde va a ser un 
elemento a considerar muy seriamente por nosotros. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Como ustedes saben, nuestra Asociación tiene una gran cantidad de 
organizaciones que trabajan en el tema infancia. Desgraciadamente, este es un tema prioritario para 
toda la sociedad debido a la situación de riesgo en que se encuentran muchos niños. 


Agradecemos a la Comisión habernos invitado y estamos dispuestos a hacer nuestro aporte en la medida de 
nuestras posibilidades. 


El Secretario de la Asociación es responsable de una ONG que trabaja en el tema infancia y, por lo tanto, 
tiene muchos conocimientos sobre estos temas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Me parece muy interesante este diálogo y el que hemos mantenido en otras 
oportunidades. Ustedes, como parlamentarios, han tenido la iniciativa de dialogar con la sociedad civil 
acerca de temas tan delicados, importantes y trascendentes como el que hoy nos convoca: la infancia, la 
situación de los niños más vulnerables y más necesitados de apoyo, de educación y de intervención por 
parte del Estado y de la sociedad toda. 


La Asociación Nacional de Organizaciones No Gubernamentales tiene, aproximadamente, unas 70 
instituciones afiliadas, de las cuales, 43 ejecutan programas de infancia, o sea que el tema tiene una presencia 
bastante rica en nuestra organización. 


Todas las instituciones de infancia que trabajan con los niños en situación de calle están afiliadas a la 
ANONG; es un tema al cual nos abocamos fuertemente porque tenemos a las instituciones, a los técnicos y a 
los educadores necesarios, que están en permanente contacto con esta problemática en distintas zonas de 
Montevideo y del interior del país. 


Cuando nos enteramos de que la Comisión de Derechos Humanos estaba estudiando un proyecto de ley 
presentado por un legislador, el tema no nos sonó nuevo, sino que nos recordó una iniciativa que iba en la 
misma dirección -no como un proyecto de ley sino como una solución administrativa-, que estuvo en el área 
de la Dirección Nacional de Prevención del Delito. Oportunamente se nos comunicó que dicha Dirección 
estaba convocando al Instituto Nacional del Menor para desarrollar un cuerpo especial, a fin de intervenir en 
algunas zonas de Montevideo en las que había fuerte presencia de niños en la calle. Eso nos movilizó de 
inmediato. Lo primero que hicimos en aquel momento fue mantener una entrevista con el Directorio del 
INAME, al que le planteamos nuestra fuerte preocupación; preguntamos cómo veía el Instituto, como rector 
y ejecutor de las políticas de infancia en nuestro país, la intervención de otro cuerpo especial que no fuera 
orientado, evaluado y monitoreado por ellos. En aquel momento el Presidente era Martín Marzano, quien nos 
manifestó su oposición a la iniciativa. Él también había sido convocado por la doctora Graciela López, 
responsable de la Dirección Nacional de Prevención del Delito, a quien le había manifestado su 
disconformidad con la iniciativa. En definitiva, el tema no estaba en su órbita, por lo que nos pidió que 
siguiéramos un camino de diálogo, y pusimos de manifiesto nuestra oposición a dicha decisión. 


Pedimos una entrevista al Ministro del Interior, que en aquel momento era el escribano Stirling, a quien le 
manifestamos nuestra oposición a la iniciativa, en función de que nos parecía que el responsable de ejecutar 
políticas de infancia era el INAME, ya sea en forma directa o a través de los convenios; le dijimos que el 
Instituto ya estaba actuando en el tema, tanto directamente a través de su programa "Niños en situación de 
calle" como de los diez convenios que funcionan en su órbita ejecutados por ONG. Agregamos que no nos 
oponíamos a una evaluación y un monitoreo permanente de esos programas y que había resultados concretos 
y claros a la vista. Por lo tanto, cualquier iniciativa en esta temática debería ir en ese mismo sentido, es decir, 
apoyar enfáticamente los programas del INAME y los convenios ejecutados por las ONG. No creíamos 
conveniente ni sana la intervención de un tercer actor con una línea metodológica totalmente contraria a la 
educativa, con una tendencia a la culpabilización de las familias, porque sabemos que las involucradas son 
las más postergadas y las que han tenido mayores dificultades. En definitiva, la estrategia del niño en 
situación de calle es un último recurso que apunta exclusivamente a la supervivencia de la familia. Muchas 
veces los niños de diez o doce años que están en la calle son los que llevan la comida a sus hermanos 
menores de dos años. 


Asimismo, manifestamos que el INAME, como institución responsable, debía tener una presencia más 
enfática en este tema, por lo que acompañaríamos cualquier iniciativa que estuviera en la línea de la 
educación y del fortalecimiento de la familia. Trajimos a colación con el ex Ministro Stirling el proyecto 300 


-monitoreado por el INAME y ejecutado por las ONG y otros programas-, por el que se convocó a 
empresarios y a la ciudadanía para que se aportara a través de las compras en los supermercados adheridos, 
dado que los resultados son muy concretos. Realmente, se había podido incidir en un número importante de 
familias, estableciendo un diálogo y una negociación; se las apoya con tiques de alimentación y, como 
contrapartida, estas se comprometen a que los niños permanezcan en el sistema educativo formal. Además, se 
brinda a la familia una apoyatura social, psicológica, pedagógica y educativa. Creemos que hay que fortalecer 
ese tipo de esquemas, motivarlos, incentivarlos y financiarlos. 


Hay programas que han sido exitosos; entonces, nos preguntábamos por qué tomar por un camino más 
orientado a la represión y a sacar al niño de la calle sin medir las consecuencias, cuando el país tenía 
iniciativas interesantes en la materia que podían ser fortalecidas. Decíamos que ese proyecto era más de lo 
mismo, por lo que habría que hacer un análisis más profundo. Como trabajamos en forma coordinada con la 
institución IACL, que históricamente ha profundizado en todos estos temas también desde el punto de vista 
jurídico, pedimos a la doctora Susana Falca que plasmara en un pequeño texto su posición. 


Al respecto, la doctora expresa: "Se trata de un proyecto de ley inconstitucional.- a- Crea un 'cuerpo especial" 
con facultades que violentan las normas constitucionales sobre las garantías del debido proceso y de las 
detenciones ilegales sin causa, es decir que habilitan a este 'cuerpo especial' a que detengan a los niños que 
están en la calle sin cometer delitos.- b- Implica además realizar pesquisas secretas, prohibidas expresamente 
por la Constitución, art. 22. ¿Por qué digo que son pesquisas secretas? Porque al no haber delito, no hay 
orden del juez válida para investigar sobre la vida de las personas. Compromete este proyecto de ley a las 
organizaciones sociales que desarrollan proyectos de distinta índole con niños, niñas y adolescentes en 
situación de calle, que se verán compelidos a dar la información que dicho 'cuerpo especial' les requiera de 
los niños, niñas y adolescentes que participen en cualquier programa, violando no solo el derecho de las 
organizaciones a mantener en reserva la información de la que dispone (o no, porque bien puede ocurrir que 
la organización no cuente con dicha información ya que no es relevante a los efectos del trabajo con los 
beneficiarios), sino que vulnera el derecho de los niños a su privacidad y a considerar como una injerencia 
arbitraria en sus vidas, art. 8 de la CDN.- c- Bajo el pretexto de la protección, el Estado no puede actuar 
vulnerando derechos humanos básicos protegidos por nuestra Constitución. Al contrario, el Estado uruguayo 
se comprometió al ratificar la Convención internacional de los DDNN a adoptar todas las medidas necesarias 
para poder hacer efectivos los derechos económicos, sociales y culturales de los niños, art. 4”. El artículo 41 
de la Constitución consagra el derecho (y la consiguiente obligación del Estado) de aquellas familias que 
tienen a su cargo "numerosa prole" de solicitar los auxilios compensatorios que necesiten para la crianza de 
sus hijos. No significa esta disposición que el Estado está obligado a intervenir en estas familias con la 
finalidad de protección y exigirles que cumplan con aquellas obligaciones que tienen para con sus hijos sin 
que el mismo Estado les haya brindado anteriormente las herramientas necesarias para fortalecer la familia: 
trabajo, salud, educación, vivienda, derechos que están todos consagrados en la Constitución.- d- Penaliza la 
pobreza. Sin dudas que este proyecto de ley y especialmente el artículo 1” en sus literales D, E, E, G, art. 4, 5 
y 6, establece claramente las sanciones penales para quien no pueda sostener económicamente a sus hijos, a 
sabiendas de que el derecho penal, lejos de solucionar los problemas que plantea la ausencia de políticas 
sociales, los agrava, afectando derechos no solo de los niños sino de los adultos, provocando en última 
instancia el desmembramiento de la familia del niño en situación de calle, dependiendo estas intervenciones 
arbitrarias de la discrecionalidad de quienes formen el 'cuerpo especial". Las garantías no existen en este 
proyecto de ley.- Por último, como mero comentario, pareciera que la mujer en este proyecto de ley fuera 
responsable de la situación de sus hijos por no saber algo de economía doméstica”. 


Este es el aporte de la doctora Falca, que suscribimos totalmente. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Quiero agregar que este proyecto de ley colide con los principios generales 
del Código de la Niñez y Adolescencia recientemente aprobado. En este nuevo Código se reconoce a los 
niños todos los derechos de las personas que viven en este país, es decir que no tienen incapacidad 
respecto a algunos derechos sino que, por el contrario, tienen un plus de derechos de protección 
especial, que exige del Estado velar mucho más celosamente por su pleno goce y ejercicio. 


Es interesante recordar que el artículo 12 del nuevo Código habla del derecho del niño al disfrute de sus 
padres y de su familia, siguiendo la línea de la Convención, esencialmente familiarista, que concibe al niño 
disfrutando de sus plenos derechos en la familia. Nuestro Código dice expresamente que el niño no puede ser 


separado de ella por razones económicas. La única razón que podría dar lugar a una separación del niño de su 
familia sería el maltrato, en cuanto no pueda sobrellevarse de otra manera. 


Este proyecto de ley resuelve expresamente la penalización de los padres y la institucionalización de los 
niños, cayendo en el mito de que el niño atendido por el Estado va a tener todos sus derechos asegurados, 
cuando sabemos que la historia de nuestro país habla de niños que fuera de su familia no han obtenido una 
mejor situación sino que han caído en una mayor vulnerabilidad. De cualquier manera, no podemos dejar de 
expresar nuestra preocupación por parte del texto aprobado respecto a los niños en situación de riesgo. En 
general, los niños en situación de calle son puestos dentro de esta categoría, que no se sabe muy bien qué es, 
por lo que siempre está sujeta a la discrecionalidad. Los artículos 126 y 188 del Código posibilitan que la 
policía detenga y conduzca a cualquier niño en situación de riesgo ante el Juez, que este llame a sus padres, 
los aperciba o tome otro tipo de medidas. Esto, que en principio parece una intervención estatal no tan grave, 
en la práctica se traduce en un gran trasiego de los niños por el sistema policial. Hay una detención ilegal, 
porque no hay delito; el niño pasa por lo menos toda la noche en una comisaría; luego permanece en el 
Juzgado mientras se busca a sus padres, con las dificultades que esto representa sobre todo en los barrios más 
alejados. Además, está el riesgo cierto de la institucionalización del niño, si los padres no aparecen. Esto debe 
ser tenido en cuenta para mejorar el Código aprobado; sin duda, la misma concepción que llevó a la 
redacción de este proyecto de ley es la que se coló en el actual Código. Me estoy refiriendo a dos artículos: al 
artículo 126, que tiene que ver con el comportamiento judicial en casos de derechos vulnerados, y al 

artículo 188 -que es muy interesante, pues aparece en un capítulo referido a espectáculos públicos-, que 
establece que el niño o adolescente que sea encontrado en situación de riesgo será conducido y entregado por 
parte del Juez a los padres, tutores o encargados; asimismo, se estipula que el Juez advertirá a estos 
personalmente y bajo su más seria responsabilidad de la situación. Inclusive, se agrega cómo se procederá si 
estos hubieran incumplido algunos de los deberes establecidos en el artículo 16 del Código. 


En el artículo 189 del Código se hace una diferenciación que me parece fácil de solucionar, pero es terrible 
que aparezca: se da competencia, en Montevideo, a los Jueces de Familia y en el interior, a los Jueces con 
competencia penal. Quiere decir que en el interior se sigue la lógica de que el niño que está vulnerado en sus 
derechos es un posible infractor y, por lo tanto, actúa el Juez con competencia en materia penal. 


De todos modos, me alegro de poder decir hoy que este proyecto colide con los principios generales de este 
Código, que habrá que seguir mejorando en esta temática específica de los niños en situación de calle y en 
otras que ya se han comentado. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Aunque la conclusión es bastante obvia, debo decir que así como nos 
opusimos a aquella iniciativa por la vía administrativa de la Oficina de Prevención del Delito, nos 
oponemos enfáticamente a este proyecto de ley. 


También queremos expresar que la presencia de niños en situación de calle en la sociedad civil nos preocupa 
y nos ocupa mucho. Las intervenciones que hoy son posibles en Montevideo, Maldonado, Rivera y Chuy no 
son suficientes. Sería bueno que en el Parlamento y desde el Poder Ejecutivo surgieran posibilidades de que 
las organizaciones pudieran intervenir y tener mayor presencia -inclusive, de recursos-, porque la duplicación 
de la pobreza y el hecho de que haya un 147% más de familias en indigencia tiene una consecuencia directa 
en la presencia de niños en situación de calle. Por ello decimos que, desde el punto de vista cuantitativo, las 
intervenciones han estado muy por debajo del agravamiento de la situación. Hoy por hoy, las organizaciones 
tenemos convenios con INAME para atender treinta niños -recibimos fondos por ese número de niños-; sin 
embargo, todas las organizaciones atienden mucho más que el doble de esa cantidad. Entonces, es cierto que 
es necesario intervenir más y mejor -supongo que este fue el móvil del legislador que presentó el proyecto-, 
pero no por esta vía, sino por la educativa. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- El otro proyecto sobre el que nos habían consultado es el de Defensoría de la 
Niñez y de la Adolescencia. En otras oportunidades he estado por aquí para hablar sobre otros 
proyectos de defensores; es una institución muy interesante que nuestro país no ha asumido todavía, y 
es una lástima. Existen la Defensoría del Pueblo, la Defensoría de los Vecinos, pero la única que ha sido 
asumida legislativamente -aunque aún no está cubierta- es la figura del Procurador Penitenciario, que 
es otra de las denominaciones que en nuestra América se da a los defensores. Son institutos muy 
importantes de apoyo a los derechos humanos y de salvaguarda de aquellas situaciones de mayor 


peligro que hay en la sociedad, siempre y cuando la normativa que los establezca contenga 
determinados preceptos. 


Además de integrar ANONG, pertenezco a un organismo internacional que tiene en sus manos la Secretaría 
de la Federación Iberoamericana de Ombudsman -el Instituto Iberoamericano de Derechos Humanos-, que a 
diez años de su fundación está revisando una posición que manteníamos muy firmemente y que alguna vez 
señalé aquí. Me refiero a que creíamos mucho más conveniente contar con un "ombudsman" general, es 
decir, con un defensor del pueblo, que defendiera los derechos de todos los habitantes, en lugar de tener 
defensores sectoriales. Sin embargo, ahora llegamos a la conclusión de que algunos sectores -por ejemplo, el 
de la infancia y la adolescencia, y el penitenciario, que ya se ha empezado a atender en Uruguay- requieren 
su propia regulación porque son muy específicos. En ese sentido, revisamos nuestra anterior posición, que 
tenía que ver con las dificultades que podría haber en un país que no tenía la normativa del defensor del 
pueblo general para insertar defensores sectoriales. Ahora pensamos que es posible concretar esto si 
contamos con una normativa muy completa, muy pensada. 


En cuanto a este proyecto, creo que hay que seguir trabajando. Hay una primera dificultad que tiene que ver 
con lo que mencionaba la doctora González en cuanto a que, si bien ahora tenemos un nuevo Código -que 
todavía no está vigente-, este no cumple todas nuestras expectativas en lo que hace a la efectiva defensa y 
protección de la minoridad. Decimos esto porque hay muchas situaciones -como las que se planteaban recién- 
ante las que un defensor del pueblo no puede actuar arbitrariamente o yendo en contra de lo que establece 
una norma del Código. Por lo tanto, un defensor de la niñez o de cualquier otro sector debe contar con una 
base legal sustantiva de protección. En ese sentido, insisto en que, si bien hemos mejorado -porque no voy a 
decir que este Código nos deja en la misma situación que el de 1932-, hay situaciones que no están cubiertas, 
y este no es un detalle menor en un país que en este momento tiene el mayor porcentaje de niños pobres de 
América, más inclusive que Nicaragua o Haití. El 57% de nuestros niños está en situación de pobreza. 
Alguien podrá decir que esto se da porque aquí solo tienen niños las clases que están en una situación 
económica más desfavorecida, pero de todos modos el porcentaje sería el mismo. Por lo tanto, creo que en 
nuestro país la legislación tiene que ser muy cuidadosa. Este es un problema que se da con esta legislación, 
que es anterior a este proyecto pero que no puede dejar de tomarlo en cuenta. 


También hay situaciones de las que creo no se ha aprendido. Todavía enfrentamos problemas en la Colonia 
Berro, que tienen que ver con un colectivo de funcionarios que no está preparado para la tarea que desarrolla. 
A nadie se le va a ocurrir que los funcionarios de la Colonia Berro son todos perversos; podrá haber alguno 
que lo sea, pero el problema es que no están preparados para un trabajo de ese nivel. Sin embargo, aquí 
vuelve a reiterarse que los funcionarios para esta institución serán obtenidos en base a pases en comisión de 
otros organismos. Esto no puede ser así; si queremos tener una institución que de verdad trabaje sobre los 
derechos de los niños, debemos proporcionarle un funcionariado muy preparado académica, educativa y 
psicológicamente. No es un trabajo fácil; la sensiblería no alcanza, se requiere mucho más que eso. Esta es 
otra situación a tener en cuenta. 


Por otra parte, creo que el defensor del pueblo en sí mismo tiene pocos poderes en cuanto por allí se dice que 
podrá presentar un recurso de amparo. A mi juicio, debería poder presentar todo tipo de recursos y denuncias. 
Sabemos que en América Latina estos defensores pueden presentar denuncias frente a la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. La situación del país no se encuentra como para que resuelvan los 
tribunales nacionales, pero si la Comisión tiene posibilidades de presentarlas, con mayor razón debería 
hacerlo ante la Justicia. 


Por otra parte, otro punto dice que tendrá la posibilidad de leer su exposición frente a la Asamblea General, 
en una sesión de fin de año, y se le dará la publicidad que allí pueda haber. Creo que debería tener mayor 
publicidad, ya que uno de los problemas más grandes de nuestro país es la penalización social de los niños 
que están en esta situación, porque muchos sectores de la sociedad, por alguna razón -podría ser la prensa o 
noticias que se hacen correr en forma alarmista-, tienen una prevención muy grande frente a ellos. Entonces, 
sería fundamental lograr la mayor difusión, por todos los medios posibles, de la situación real de estos 
jóvenes. 


También sería muy importante que el defensor del menor tuviera injerencia en todos aquellos proyectos o 
situaciones de las cuales se derive la imputación de recursos hacia este colectivo porque esto lo crea sobre 
todo la pobreza y, entonces, ¿de qué vale hacer una cantidad de cosas si esos niños seguirán en la pobreza? 


Por lo tanto, sería muy importante lograr una incidencia del defensor de la niñez en el planteamiento de los 
presupuestos y de su distribución, como así también en lograr la obligatoriedad de tomar en consideración 
sus opiniones, no solo después de que los hechos hayan pasado, sino antes. Creo que es una interesante idea, 
pero tendría que trabajarse más, orientándonos en el interés superior del niño, que es modificar situaciones y 
mentalidades de nuestra población. 


SEÑOR CHIFFLET.- Han ratificado los argumentos que ya teníamos respecto de los proyectos 
presentados. 


Coincido con las excelentes exposiciones que se han hecho y, desde luego, las agradezco. 


Quiero formular dos preguntas, una general y otra quizás un tanto puntual. Se decía que como la atención no 
era suficiente para la infancia, se desembocaba en dos caminos: en el que ustedes proponían -que diría es más 
técnico, más moderno y pone más atención a la infancia, etcétera- o en proyectos como los que se han 
concretado y ustedes analizaban y que comenzaron con aquel proyecto que la División de Prevención del 
Delito propuso al INAME. Se trata de dos caminos completamente distintos. Si tuviera que hacer un juicio un 
tanto prejuicioso respecto de este segundo camino, diría que se inclina más por la sanción, por un enfoque 
policial, que por la infancia. Este juicio no pretende agraviar a los autores del proyecto. 


En definitiva, pregunto a nuestros visitantes si sería posible que nos informaran sobre cuántos recursos - 
aproximadamente- serían suficientes para cubrir esas carencias o si lo que tenemos que llenar al respecto es 
un abismo. Pregunto esto a nuestros visitantes, que están en este tema, para tener una idea concreta sobre lo 
que se debería destinar para atender a estos sectores, es decir, si en realidad se necesita mucho o, si se 
manejaran mejor los recursos, preparando mejor a la gente, se podría superar este tema, sin perjuicio de 
atender los temas de fondo que tienen que ver con la génesis de la pobreza, con cuyo diagnóstico todos 
debemos coincidir. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- No es sencillo responder con precisión a la pregunta. Puedo aportar algunos 
datos que en su conjunto nos pueden aproximar a una interpretación. 


El INAME transfiere por cada niño en situación de calle atendido 10,10 UR; por un convenio con una ONG 
se transfiere el equivalente a esa cifra por treinta niños, es decir, alrededor de 300 UR mensuales, lo que 
permite cubrir mínimamente un equipo técnico. En este aspecto, existe una fuerte coincidencia, sobre todo 
con los departamentos técnicos del INAME, en cuanto a que esta intervención, desde el punto de vista de la 
relación económica con la conformación de un equipo de trabajo, permite trabajar en forma bastante efectiva 
la relación directa con el niño y de manera bastante deficitaria el trabajo con la familia. Cuando uno trabaja 
directamente con el niño, toma contacto con él en la calle, desarrolla un vínculo y actividades educativas, y 
cuando esa relación permite llegar a la casa -porque queremos ser respetuosos y no queremos imponer la 
llegada a la casa; siempre decimos que la llave para llegar al hogar es el niño, ya que nunca sabemos cómo 
salió de esa familia-, nos encontramos con un mundo complejo. Entonces, al llegar a treinta familias, se abren 
treinta nuevos programas, tanto de apoyatura, como económicos, laborales, psicológicos, afectivos, sociales y 
todo lo que cada familia requiera en ese momento para generar la capacidad suficiente que permita contener a 
ese niño en el núcleo familiar, que es el deseable para su mejor crecimiento. 


Entonces, necesitamos fortalecer lo que hoy tenemos para seguir atendiendo a las familias de los niños que ya 
estamos atendiendo, para implementar una estructura técnica de trabajo con la familia y con las comunidades 
barriales donde trabajan estos niños. Suponemos que los convenios que hoy se están ejecutando atienden - 
esta es una cifra riesgosa- a un 10% de los niños en situación de calle. Este porcentaje surge a partir de una 
investigación realizada en Montevideo por Gurises Unidos, que nos indica que existen alrededor de 3.200 
niños que realizan algún tipo de actividad en la calle. Si existen 3.200 niños, estaríamos atendiendo algo así 
como el 10% o 12% de los niños que necesitan este tipo de intervención en Montevideo. 


No se trata de cifras concluyentes -tampoco quieren serlo-, pero podríamos aproximarnos a la cuestión 
vinculada con los recursos necesarios para lograr una buena intervención en este sentido. 


SEÑOR CHIFFLET.- Quería conocer estas cifras porque estos son los desafíos que tienen todos los 
sectores planteados en lo inmediato. 


Mi segunda pregunta es más concreta. En alguna oportunidad, un legislador anunció que, como tema político, 
plantearía en Sala la problemática registrada en el barrio Las Láminas de Artigas. Obviamente, obtuvimos 
material sobre el tema y esperamos que se realizara el planteamiento que, no sé por qué circunstancias -el 
legislador no lo ha explicado-, no se realizó. Quedaba hasta poco delicado que nosotros planteáramos un 
tema que había anunciado otro legislador. En el caso concreto de Artigas, quiero saber cuál es su valoración 
sobre lo que han hecho los sectores oficiales. Pregunto esto porque al principio supuse que todos nos 
habíamos sensibilizado con el tema. Las notas que habían aparecido -inclusive, en el suplemento "Qué pasa" 
del diario "El País" se describía con excelente nivel- eran denuncias aterradoras que alarmaban hasta a las 
enfermeras del Pereira Rossell. Con la experiencia que hemos tenido sobre la atención a niños carenciados, 
con insuficiencias, etcétera, desde luego era alarmante que, a su vez, ellas tuvieran una sensación de horror 
ante los cuadros que se les presentaban. Había niños que habían salvado su vida, pero además estaba el caso 
de los muertos y la semana pasada apareció otro niño muerto por desnutrición a pesar de que había sido 
atendido algunas semanas antes en el hospital del departamento. Creo que este es un tema -por lo menos así 
pensaba plantearlo yo para no interferir con las campañas electorales, etcétera- que implica un desafío para 
todos, que quizás pudimos enfocar en conjunto para hacer una experiencia en el departamento. Tal vez con la 
confluencia de todas las organizaciones que están dispuestas a trabajar en este tema, por lo menos esto se 
podría haber superado en una experiencia departamental, que después podríamos extender a otros lugares. La 
Comedia Nacional hizo alguna colecta al respecto así como también una radio y distintas organizaciones, 
pero todo obedece a una suerte de impulsos emotivos, por cierto muy loables e importantes, pero si no se 
confluye en declarar esta situación en estado de emergencia nacional, de manera de hacer que todos 
aportemos a las soluciones, no vamos a superar esta situación. No les voy a hablar de algo que ustedes 
conocen mejor que yo, pero si aportamos viviendas a la gente del barrio Las Láminas -hasta por el nombre 
sabemos cómo se hacen esas viviendas- y no les damos trabajo paralelamente, si no hacemos que lo que 
tienen que consumir en los merenderos lo preparen los mismos integrantes del barrio, que son gente 
vinculada al agro y con experiencia al respecto -según nos ha informado la señora Curbelo y otros-, no 
llegaremos a ninguna solución. Acá y en otros departamentos tenemos la experiencia de entregarle una 
vivienda a, por ejemplo, un recolector callejero, y como no se pensó que para su caballo debería haber una 
caballeriza al costado, lo pone en el living porque es el único bien que tiene y no puede arriesgarse a que se 
lo roben o a perderlo de alguna manera. 


¿Qué información tienen sobre lo que se está haciendo allí? ¿Alguna de las organizaciones que ustedes 
integran ha intervenido en ese lugar? ¿Han sido convocados? ¿Qué información tienen al respecto? 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Montevideo es la macrocefalia, no solo en cuanto a población sino con 
respecto a una cantidad de cosas, como ser las organizaciones. Hay ONG en el interior y muchas de 
ellas han obrado como una especie de colchón frente a la inmensa crisis, pero tienen muy poca 
vinculación hacia el exterior; realmente no la ha habido aquí. 


Conozco la tarea de María Elena Curbelo -es realmente encomiable-, pero no hay una vinculación de nuestras 
ONG. También hay que pensar que nosotros estamos tremendamente agotados por el trabajo de todos los 
días. Entonces, nos desesperamos por el otro, pero tenemos esta obligación de todos los días. 


El planteamiento al que refiere el señor Diputado Chifflet es sumamente interesante: apunta a lo que se llama 
una zona de emergencia y a poder apoyar con recursos de quienes saben trabajar en eso. No se puede mandar 
a cualquier educador a trabajar con este tipo de personas; tienen que tener una capacitación y determinada 
sensibilidad. No se pueden hacer cosas burocráticamente. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- No tengo otra opinión a no ser la del ciudadano común y corriente que 
escucha las noticias, pero se corre el riesgo de decir que la situación de la pobreza en el Uruguay está a 
500 kilómetros de Montevideo cuando, en realidad, la tenemos mucho más cerca. 


Creo que la situación de Artigas y del barrio Las Láminas en Bella Unión ha tenido publicidad, entre otras 
cosas, por la fortaleza de los vecinos que aun padeciendo la miseria tienen un resto de espiritualidad para 
salir a denunciar, a exigir y a demandar lo que el Estado y la sociedad tienen que darles porque se lo han 
quitado. 


Creo que hay otro número muy importante de ciudadanos uruguayos -hermanos nuestros- que no tienen la 
fuerza moral y espiritual para luchar, para demandar, para exigir. No quiero hacerles perder el tiempo pero no 
puedo dejar de compartir con ustedes una experiencia que hace muy pocos minutos tuve con un ciudadano 
uruguayo. Este caso también estuvo en la prensa porque esta persona estuvo acampando en el Templo Inglés. 
En aquel momento, entre varias organizaciones le conseguimos una casa habitación en la que está viviendo, 
pero desde hace un año y medio que no ha podido resolver su situación laboral. Tiene cinco hijos y vive una 
situación absolutamente acuciante. Esto está sucediendo acá cerca, en Maroñas. Esta persona, entre llantos y 
sacando fuerzas de algún lado, me dijo: "Anteayer mi hijo había salido por General Flores y había 
conseguido $ 12. Con eso compramos harina, reciclamos grasa quemada, e hicimos tortas fritas para 
almorzar. Cuando la vecina, que tiene cinco hijos y está sola, sintió el olor a tortas fritas, vino, y tuvimos que 
compartir las tortas fritas porque no puedo ver a un niño con hambre". En definitiva, se trata de una familia 
absolutamente postergada, pobre en todos sus aspectos, pero que tuvo la solidaridad de compartir las pocas 
tortas fritas que pudo hacer con esos $ 12. 


Hoy por hoy la pobreza de Bella Unión es un llamado de atención sobre una situación que es mucho más 
gruesa e importante en cantidad y profundidad. Nos jugamos muchas cosas de futuro si estas situaciones no 
se resuelven. Acá no se trata de decir que el Estado tiene la culpa; sí es responsable, pero me parece que la 
convocatoria es para toda la sociedad sin exclusión alguna y atañe a aquellos que pueden aportar haciendo un 
festival de música, generando políticas, definiendo presupuestos y acercándose a la gente para trabajar con 
ellos sobre los componentes educativos, con lo afectivo que es necesario involucrar en cualquier 
intervención. Sería bueno que rápidamente se pudiera evitar, al menos, que esto se siga profundizando de 
manera que no sigan apareciendo muchos barrios Las Láminas. ¡Ojalá sigan apareciendo muchos ciudadanos 
que se movilicen reclamando sus derechos, de manera de mover así movilizar las conciencias, los corazones, 
los presupuestos y las acciones de la sociedad toda para revertir esta situación! 


SEÑOR CHIFFLET.- Voy a decir por qué planteé esto acá, si bien no era el tema por el que los 
habíamos convocado, aunque estaba estrechamente ligado. 


Sé que el problema de Artigas está reproducido, en mayor o menor grado, en todo el país. También sé que 
hay que tomar medidas de fondo que darán resultados en un tiempo prudencial y en el futuro sabremos hasta 
qué punto fueron eficaces. Sin embargo, se me ocurría que podíamos hablar con la Presidencia de la 
República, pero no encontraba la vía para hacerlo. Pensé en escribirle directamente al Presidente, quien de 
alguna manera fue condiscípulo porque fuimos al mismo liceo. No quería hacer de esto un hecho político ni 
que se supiera quién planteaba la iniciativa porque en este momento preelectoral todo se toma al revés y no 
sería bueno sacar partido de una situación así. Por tanto, como les informé antes, esperé a que esto se 
planteara en la Cámara, pero no se ha hecho. Entonces, se me ocurría -no tenemos quórum hoy, pero 
debemos definirlo en algún momento- que la parte de la versión taquigráfica en la que hacemos referencia al 
tema se envíe a la Presidencia de la República en estricta reserva, sin perjuicio de que la versión tenga 
carácter público, pero en general la prensa no se informa de los trabajos de las Comisiones. Al Presidente le 
quedan varios meses. No he sido de los que le salen a atacar personalmente; eso no es lo más conducente. En 
general, los militantes políticos no son producto de la organización política; tenemos una formación personal. 
Lo que importa no es la persona sino que son los hechos los que determinan a la persona. A mí se me ocurre 
que la Comisión como tal debería sugerir al señor Presidente de la República que el Comité Nacional de 
Emergencia -que existe para atender emergencias, problemas sumamente urgentes-, hiciera una experiencia 
en Artigas; así podríamos ver la manera de superar ese problema y luego extenderla a otros lugares. En 
cuanto tengamos quórum pienso plantear ese problema para que como Comisión de Derechos Humanos 
enviemos nuestra preocupaciones a la Presidencia de la República, subrayo, en estricta reserva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo tendremos en cuenta en su oportunidad. 


Me siento tentado a hacer alguna reflexión personal, no como Presidente de la Comisión. Uno podría decir 
que de diagnósticos estamos cansados y que necesitamos determinadas acciones. Sin embargo, quiero hacer 
dos comentarios respecto a esta frase. En primer lugar, sería terrible que los diagnósticos -que creo reflejan la 
realidad- pudieran verse edulcorados y, en segundo término, sin el diagnóstico adecuado uno difícilmente 
tome las medidas correspondientes. 


Esta conversación ha derivado en algo que quiero destacar. La magnitud del desastre en este país ha sido 
brutal. Yo siempre pongo la imagen de que es como si estuviéramos tratando de sacar con una jarrita el agua 
de un bote agujereado; entra más agua de la que podemos sacar y nos hundimos rápidamente. La magnitud 
del desastre está ejemplificada en el 57% de los niños de entre cero y cinco años que nacen en hogares pobres 
y ha modificado los ejes de discusión. En la campaña electoral anterior el diagnóstico no era unánime, al 
punto de que se discutía si era real la gravedad de la situación que planteaba nuestra fuerza política y se 
cuestionaba la necesidad de un plan de emergencia. Hoy, como consecuencia de esta situación que a todos 
nos desbordó -y habrá que cambiar el discurso, la óptica o las medidas a proponer-, ni siquiera hay lugar a la 
discusión que estuvo planteada cinco años atrás. Creo que era importante establecer esta reflexión. 


En lo que tiene que ver con el aporte que ustedes han hecho sobre los dos proyectos de ley, me sumo a la 
observación que hizo el señor Diputado Chifflet. Digo más: no solo han ratificado lo que otros organismos y 
otras asociaciones consultadas nos adelantaron, sino que han incorporado otras temáticas. No recuerdo que en 
otras oportunidades se nos haya planteado la inconstitucionalidad que señalaba la doctora Falca, y estoy 
tomando solo un elemento de los mencionados, que no es necesariamente el central. También es cierto que en 
aquel momento todavía no había sido sancionado el Código. 


Los aportes sobre la colisión con el Código de la Niñez y la Adolescencia y otras observaciones, así como la 
interesante idea de la Defensoría de la Niñez y la Adolescencia y la referencia a la insuficiencia, serán objeto 
de nuestra atención en su momento. Creo que esta temática a todos nos sensibiliza -en eso no establezco 
distinciones-, aunque la sensibilidad y los diagnósticos no alcancen y haya que hacer más cosas. Reitero que 
los diagnósticos no son algo menor y las informaciones que ustedes han aportado, por un lado, confirman esa 
triste y cruda realidad y, por otro, nos han nutrido de elementos absolutamente de recibo. 


Agradezco su presencia y, por supuesto, seguiremos en contacto por si el tema amerita una nueva consulta. 
Creo que, más allá de la tardanza para concretar esta reunión -reitero las disculpas por las prórrogas 
involuntarias-, ha sido más que buena y oportuna. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación Nacional de Organizaciones No Gubernamentales) 


——La presidencia sugiere que el próximo martes 7, a hora a convenir por Secretaría, recibamos a las 
delegaciones que lo han solicitado. Me refiero a las delegaciones del PLENADI y del Centro Comunal 
Zonal N” 8, así como a una señora de Rivera, al señor Krause y a la señora de Urrutia por la 
desaparición de su hija. 


Hay otra solicitud relacionada con tenencia de menores y tenemos entendido que hay una causa abierta al 
respecto en el Poder Judicial, por lo que consideramos que este no es el ámbito adecuado para tratar el tema. 


Por último, la Comisión cita al Grupo Tripartito de Trabajo para el Mejoramiento del Sistema Carcelario para 
la reunión final de este Período a realizarse el día 9 de setiembre, a la hora 10. 


La Secretaría acusará recibo de algunas invitaciones recibidas y los miembros de la Comisión responderemos 
en la medida de nuestras posibilidades. 


Se levanta la reunión. 


(Es la hora 14 y 30) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


